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PLURALISMO JURÍDICO Y DIÁLOGO 
INTERCULTURAL 

EL CONCEJO INDÍGENA DE GOBIERNO Y LA 
ELECCIÓN DE 2018

SERGIO MARTÍN TAPIA ARGÜELLO

Si un poco de sueño es peligroso, 
lo que puede curar no es menos sueño, 

sino más sueño, sino todo el sueño. 
Marcel Proust, A la sombra de las muchachas en flor. 

INTRODUCCIÓN 
La reforma constitucional de 2011 en materia de amparo y derechos 
humanos ha colocado al concepto y la idea de los “derechos” como uno 
de los elementos centrales del discurso jurídico contemporáneo (cfr. 
Apreza Salgado, Tapia Argüello y Meza Flores, 2017).  Inicialmente, 
la reforma fue recibida con un optimismo generalizado, pero su 
aplicación concreta ha mostrado ser mucho más problemática de 
lo que originalmente se consideraba (por ejemplo, el resultado de la 
contradicción de tesis 293/11, que limitó la aplicabilidad del principio 
pro-persona y la interpretación amplificadora). 

Estas dificultades, que en algunas ocasiones son vistas como pro-
blemas centrales de los derechos humanos (De la Barreda Solórzano, 
2015), son en realidad una muestra del carácter paradojal de los dere-
chos. Al estar insertos en una lógica moderna dentro de una sociedad 
contradictoria y segmentada jerárquicamente (Berman, 2008), los de-
rechos reproducen esa contradicción al interior. En este sentido, re-
sulta necesario recordar que los derechos, como el derecho, contienen 
en sí mismos tanto elementos de dominio como, también, elementos 
de emancipación (Santos, 2003) y, por lo tanto, que no deben ser ob-
servados de formas unilineales o simplistas (Tapia Argüello, 2018).
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En este sentido, el presente trabajo pretende realizar un análisis 
de las potencialidades y límites de la idea de los derechos humanos 
y de la democracia, a través de una aproximación crítica. Para ello, el 
escrito se dividirá en tres partes. En un primer momento, se identifi-
carán los elementos centrales de las visiones tradicionales de ambos 
conceptos, con la finalidad de problematizarlos. En un segundo térmi-
no, se desarrollará una aproximación a la figura de las candidaturas 
independientes, atendiendo para ello, el marco de referencia estable-
cido. Finalmente, se mostrará las enormes diferencias con que esta 
institución ha sido utilizada por las y los aspirantes a la candidatura 
independiente presidencial para el proceso electoral de 2018.  

LA IDEA TRADICIONAL DE LOS DERECHOS Y LA DEMOCRACIA 

LOS DERECHOS HUMANOS 
Para cualquiera que se acerque, ya a la idea o bien a las múltiples 
prácticas de los derechos humanos que existen en la actualidad, 
resulta obvio que se trata de un concepto polisémico, incluso podría 
pensarse, multívoco (Beuchot, 2009). Al analizar estas diferencias, 
es claro que ellas no se localizan simplemente en el ámbito de lo 
conceptual, sino que se articulan a través de prácticas y sentidos social 
y relacionalmente construidos de manera distinta (Foucault, 1992), es 
decir, que no se trata de una diferencia simplemente terminológica, 
sino de la existencia de múltiples discursos sobre y de los derechos. 
Esta multiplicidad discursiva ha sido utilizada de muchas maneras 
distintas, en algunas ocasiones, de formas que distan mucho de la 
mayoría y que pueden ser incluso consideradas como contradictorias 
(Correas y Del Gesso, 2003).  

Esto, que ha sido un argumento central de la crítica negativa de 
los derechos (Kennedy, 2006), debe identificarse, antes que como un 
problema o debilidad insuperable, como una importante potenciali-
dad; la existencia de contradicciones internas dentro de un discurso 
particular, o bien, entre discursos distintos, genera las condiciones de 
su propia superación (Marx, 1994) y con ello, de las características de 
dominación existentes en ellos.   

Quizá uno de los elementos que permiten la persistencia y fuerza 
argumentativa de esta crítica negativa, consiste en la visión reduc-
tiva que desarrollan las visiones tradicionales (Horkheimmer, 2008) 
sobre los derechos humanos. Al colocar la existencia de estos en el 
nivel discursivo, e incluso, en algunos casos, en el lingüístico (Tamayo 
y Salmorán, 2011), los derechos terminan convirtiéndose, dentro del 
estudio jurídico, simplemente en permisiones fuertes con característi-
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cas particulares, mismas que pueden debatirse dentro de un marco de 
referencia específico y perfectamente delimitado (el derecho objetivo). 
No obstante, la mayoría de los discursos sobre los derechos no se ar-
ticulan en este reducido marco de acción, lo que genera una potencial 
disyuntiva, pues podría parecer que las únicas posibilidades son que 
ambos discursos hagan referencia a cosas distintas, o bien, que uno de 
los dos discursos se encuentre equivocado. 

Por su parte, una visión crítica de los derechos humanos debe 
buscar una manera de comprender la existencia de múltiples dis-
cursos y lenguajes sobre los derechos en las sociedades contem-
poráneas sin caer, de entrada, en un discurso de legitimación de 
ciertos discursos como los “autorizados” (Foucault, 1996), ni legi-
timar una visión relativista total que reconozca como tales a cual-
quier discurso que se presente como tal (Tapia Argüello, 2011). 
La salida a este falso dilema se encuentra en tratar de identificar 
que los distintos discursos sobre los derechos humanos compar-
ten una serie de elementos que se colocan de forma constitutiva, 
por encima de ellos. Es decir, si observamos que comparten re-
glas constitutivas comunes (que no sólo nos ayudan a explicar la 
existencia de múltiples discursos, sino también, a identificar los 
posibles falsos discursos de los derechos). 

De esta manera, es posible indicar que los derechos humanos, 
no son sólo una serie fragmentaria y separada de discursos que se 
manifiesta a través de prácticas y lenguajes distintos, sino una serie de 
reglas constitutivas de estos, es decir, una gramática particular (San-
tos, 2014ª, p. 23–27) que al establecer la manera en que la dignidad es 
articulada en las sociedades occidentales modernas, genera la posibi-
lidad de existencia no sólo de los distintos discursos que observamos 
sobre los derechos humanos, sino también, su mutua interrelación. 

Así, al comprender a los derechos humanos de esta forma, es posible 
identificar con claridad, tres dimensiones distintas (Apreza Salgado et al., 
2017; Tapia Argüello, 2015), aunque profundamente relacionadas, que 
recorren su existencia múltiple: una dimensión filosófica, que permite 
identificarles como una gramática particular, histórica, delimitada, de la 
dignidad humana, que comparte junto con muchas otras, este papel en 
nuestras sociedades (Santos, 2009), pero que, por sus características, es 
hegemónica en las sociedades occidentales, capitalistas contemporáneas 
(Bloch, 2012); una dimensión política que nos centra en el carácter con-
frontacional de su existencia, no sólo en cuanto nivel interpretativo (¿qué 
significa “tener derecho a” en un caso concreto?), sino también y espe-
cialmente, en cuanto a su constitución (¿por qué esto y no otra cosa, es 
un derecho?) para observar que se trata de las condiciones materiales y 
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concretas de lucha de cada caso1, y finalmente, una dimensión normativa 
que hace referencia a la preferencia de esta gramática en particular, de 
presentarse mediante un lenguaje deóntico y, como tal, de colocarse en 
términos normativos (que no necesariamente jurídicos). 

Observar de esta forma a los derechos hace posible entonces es-
capar de la tentación, siempre presente, de observarles como objetos 
separados de las relaciones sociales, es decir de fetichizarlos (Marx, 
2008) para intentar convertirlos, desde una visión unidireccional del 
poder, en meros instrumentos o herramientas que pueden y son efecti-
vamente utilizados, ya por los dominantes, ya por los dominados (que 
de la misma forma, son reducidos a conceptos ideales, abstractos, 
como si se trataran de condiciones esenciales y eternas). Resulta claro 
que para una postura totalmente acrítica (Adorno, 2008, p. 36), los 
derechos humanos no tienen ninguna utilidad en la búsqueda de 
la emancipación… como no lo tendría entonces, absolutamente nada.

Por el contrario, es necesario observar la condición relacional, 
ambigua, incluso en ocasiones contradictoria, de la existencia de los 
derechos. Puede ser que los discursos dominantes sobre estos se ar-
ticulen a través de presupuestos epistemológicos de reproducción de 
las condiciones concretas de dominio de la sociedad (Horkheimmer, 
2006) e impidan a través de ello, el surgimiento de una verdadera 
emancipación (Žižek, 2005), pero eso no significa ni una necesidad 
esencial ni una condición inmutable. Los derechos son siempre un 
campo de lucha, tanto ideológico como simbólico, que tiene además 
efectos materiales en la vida cotidiana de la gente. Por ello, descar-
tarles a partir de una visión simplista, reductiva y unidireccional, lle-
va en muchas ocasiones, a condiciones aún más terribles para todos, 
iniciando por aquellos quienes, de inicio, no cuentan siquiera con las 
condiciones mínimas para poder hacer uso de los mecanismos tradi-
cionales de acceso a ellos (Crenshaw, 2006).

Al mismo tiempo, considerar el surgimiento de los derechos de la 
manera en que lo hacen las visiones tradicionales, ya como resultado 
de un proceso evolutivo o desarrollista (Marks, 2009) o bien como 
concesiones “desde el poder” (incluso en algunas ocasiones, obser-
vando esto como algo positivo) invisibiliza las múltiples luchas, resis-
tencias y contradicciones que existen detrás del surgimiento, ya como 
ideal político, ya como elemento normativo jurídico en forma de dere-
cho fundamental (que no debe ser nunca confundido con el concepto 
de derecho humano como tal, cfr. Apreza Salgado et al., 2017) de los 

1 Para observar la centralidad de estas preguntas y principalmente, su respuesta, 
para la Crítica Jurídica (Correas, 1982).
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derechos humanos. Si el uso que algunos grupos, especialmente aque-
llos que son alejados sistemáticamente de las posibilidades constituti-
vas del discurso público, aparecen como instrumentales, esto es así por 
el constante proceso de apropiación de saberes, prácticas y discursos 
que les excluyen y no por algo como la “naturaleza” de los derechos. 
Su uso resulta externo, ajeno, no porque realmente lo sea, sino porque 
su participación en el flujo social del hacer la comunidad se encuentra 
constantemente negado. 

LA DEMOCRACIA
El concepto de democracia se ha modificado drásticamente desde la 
readaptación que se generó de ella en las civilizaciones mediterráneas, 
especialmente en la Atenas clásica, misma que sirvió de modelo 
ideal (incluso en oposición) de nuestra conceptualización. La idea, 
que originalmente debe ser entendida como “el poder del demos”, en 
donde “demos”, si bien ha sido interpretado como “pueblo”, refería 
a la unión, espacialmente localizada, de las clases populares de la 
sociedad ateniense (esta aclaración resulta importante, pues existe en 
la actualidad una derivación de “pueblo” para ser identificado como 
comunidad política y no, como en el caso que nos ocupa, como la 
parte popular de esa comunidad), tenía, debido a estas características 
una connotación fuertemente negativa (Aristóteles, 1994). A través 
de esta forma de organización social, aquellos que se encuentran 
directamente vinculados pueden participar en las decisiones de la 
comunidad política sobre la actuación a seguir; la gente (el “pueblo”) 
puede dar su opinión y decidir en la esfera pública.  

De acuerdo al mito moderno sobre la democracia (Dussel, 2000), 
esta idea, originada (y no retomada e interpretada) en las civilizacio-
nes “clásicas” ha servido, a través de diversas reinterpretaciones, para 
construir una forma de gobierno basada en los principios, aunque no 
en las prácticas, de la democracia antigua (Sartori, 2007). De esta for-
ma, la democracia de los modernos ha modificado la manera en que 
las personas participan en la actividad política de la comunidad, pues 
el dar una audiencia personal y comunitaria a cada uno de los indivi-
duos (es decir, una democracia directa) resulta imposible, por lo que 
es necesario generar una nueva institución: la representación. A través 
de ella, todas las voces pueden ser escuchadas, aun cuando no todas 
tengan que estar, necesariamente, presentes en cada una de las deci-
siones tomadas (Bobbio, 2004).

Esta forma de democracia, que podríamos mostrar como indi-
recta y procedimental, fue vaciándose progresivamente de contenido 
material, volviéndose debido a ello, una simplificación absoluta de los 
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ideales que se habían entendido como “democráticos” ( Tocqueville, 
2010) y centrándose cada vez más en cuestiones eminentemente for-
males (Ferrajoli, 2003) que le alejan del horizonte de la emancipación 
(Santos, 2012). En las democracias que se asumen a sí mismas como 
representativas (y más aún, como solamente representativas) los ciu-
dadanos identifican que aquello que se les presenta como “opciones a 
elegir” son temas secundarios. Un sistema elitizado de decisión (que 
se reviste como una división técnica antes que de clase) les coloca op-
ciones previamente seleccionadas de formas no democráticas, mien-
tras que los temas centrales de decisión nunca son considerados como 
decidibles (Habermas, 1998).

Uno de los más importantes efectos de este vaciamiento puede 
ser observado en una disminución pronunciada de la participación 
electoral, aunque como puede entenderse, no, necesariamente de la 
vida democrática de nuestras comunidades (puede verse eso desde la 
organización momentánea para la resolución de problemas concretos 
sin involucrar a las autoridades hasta la movilización masiva de movi-
mientos como el “que se vayan todos” en Argentina, el 15M en España, 
o el Occupy Wall Street). 

Por el contrario, de acuerdo al discurso dominante (e.g. Instituto 
Federal Electoral, 2012), la única explicación posible para esta reduc-
ción es una inexplicable despolitización de la gente. A través de esta 
idea, se busca no sólo reducir lo político a lo estrictamente electoral, 
sino al mismo tiempo, colocar a la democracia representativa como 
la única opción posible. De esta manera, sólo factores externos a las 
llamadas “formas democráticas” (o bien factores internos que se pre-
sentan de manera externa) son mencionados como explicación del fe-
nómeno: el incremento del individualismo en las sociedades contem-
poráneas, la globalización, una pérdida (igualmente inexplicable) de 
confianza en las instituciones estatales, etc. Ninguna de estas supues-
tas causas es presentada como parte de procesos amplios y complejos, 
en donde las limitaciones estructurales y las contradicciones internas 
de la democracia liberal tienen un papel preponderante. Por el contra-
rio, al ser presentadas de esta manera, pretenden eternizar el discurso 
de efectividad y corrección de estas limitaciones y contradicciones, 
mostrando sus resultados como problemas temporales. 

Esta visión tiene, sin embargo, un problema fundamental, pues 
pretende ignorar que “la supuesta despolitización no es más que au-
sencia de razones fuertes que justifiquen la politización y consecuen-
te movilización” (Santos, 2014b, p. 103) dentro de los parámetros de 
actuación de lo que llaman democracia, sus instituciones y como tal 
el marco de actuación que llaman “política”. Durante el periodo cono-
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cido como estado de bienestar, así como sus variantes regionales, la 
movilización política se encontraba directamente vinculada a grandes 
referentes institucionales como los partidos o el sindicalismo (Haber-
mas, 1998). El modelo de acumulación fordista keynesiano requería 
ciertas condiciones dentro de los estados nacionales para funcionar 
adecuadamente (Harvey, 2000), al tiempo que reproducía formas de 
exclusión, tanto dentro de las fronteras de los países centrales, como 
especialmente, fuera de ellas, donde grandes poblaciones y grandes 
temas de las comunidades no tenían cabida (Santos, 2010). En este 
sentido, la vida política de las comunidades se fragmenta en dos gran-
des espacios; por un lado, ciertas actuaciones políticas, ya por el tema, 
o bien, por los actores que confluyen en ellas, se institucionalizan; 
mientras que el resto se asume como la esfera privada, el espacio de la 
“no política” (Santos, 2014b).

Esta reducción de la política, desde su significado de actividad 
comunitaria social (Aristóteles, 1994) a los asuntos eminentemente 
institucionales y, a través de ello, electorales, es decir, la política como 
lucha por la capacidad de mandar (Bobbio, 2003, p. 175–176), sirve 
de sustento ideológico para convertir a la democracia simplemente 
en una forma de gobierno, justo como el poder es transformado en la 
capacidad de mandar (Tapia Argüello, 2015b).

Si buscamos una definición, incluso mínima, de la idea de demo-
cracia en nuestra Constitución, ésta no se encontrará en los espacios 
de regulación eminentemente electoral o bien, dentro de aquellos de-
rechos que históricamente han sido llamados “políticos”, sino en el ar-
tículo 3º, que hace referencia a la educación y menciona la necesidad 
de entenderla no como una forma de gobierno sino como una manera 
de vivir en que el estado de derecho, el respeto de los derechos y la 
participación de las decisiones de la comunidad son parte indispen-
sable. No obstante esto, a los ojos del sistema jurídico y político, esta 
mención se entiende más como una forma poética, un dispositivo jurí-
dicamente irrelevante (Kelsen, 2008, p. 65) que no puede operaciona-
lizarse adecuadamente y, por lo tanto, refuerza la idea de democracia 
simplemente como una forma procedimental de elegir gobernantes 
(Bovero, 2015, p. 19–22).

A pesar de ello, la gente fuera de las instituciones, más allá del go-
bierno e incluso, en muchas ocasiones, en contra de las ideas de estos, 
hace constantemente ejercicios políticos. Incluso cuando dicen con 
claridad no confiar en el sistema electoral del país o bien se colocan 
a sí mismos como “apartidistas” o en ocasiones, comprendiendo esta 
reducción, “apolíticos”, la gente usa esta forma de identificación como 
una declaración política. Cuando existe una ruptura de esta distin-



543

Pluralismo jurídico y diálogo intercultural

ción y la comunidad se percata de su actuar eminentemente político, 
comienza entonces una lucha tanto dentro como fuera de los límites 
artificialmente colocados en su actuación para recuperar el potencial 
de la democracia.  

LAS CANDIDATURAS INDEPENDIENTES 
La existencia de las candidaturas independientes en nuestro 
sistema electoral no es una novedad. De forma intermitente, esta 
figura ha existido a lo largo de diversos periodos de la historia del 
México independiente (Campos, 2014), aunque no con las mismas 
características (Hernández Olmos, 2012, p. 20–32). No obstante, 
debido a que el periodo en que éstas fueron dejadas a un lado en 
nuestro sistema electoral coincide con el surgimiento de un sistema 
efectivamente multipartidista y lo que para algunos es la consolidación 
del sistema democrático electoral de nuestro país (Woldemberg, 
2012), existe en ellas una sensación de novedad. 

Le existencia de la figura actual de “candidaturas independientes” 
se debe a la combinación de una serie de procesos, algunos de ellos tan 
largos como el mencionado proceso de “consolidación democrática” 
(nombre que podría ser, como se ha visto, utilizado para hacer refe-
rencia a la consolidación de la reducción de la democracia) y otros tan 
recientes como la lucha de Jorge Castañeda para presentarse como can-
didato independiente en las elecciones de 2006. Aun cuando Castañeda 
formaba parte, en ese entonces y nuevamente ahora, del Partido Acción 
Nacional (derecha), él buscó la postulación mediante una figura que, 
de acuerdo con su interpretación, existía en la Constitución, aunque se 
encontraba imposibilitada por la ley secundaria. El Instituto Federal 
Electoral le proporcionó una respuesta eminentemente formalista en 
que indicaba una imposibilidad debido a los tiempos electorales (su 
solicitud se realizó meses antes del inicio del periodo electoral, en 2004) 
y no analizaron el fondo del asunto, por lo que Castañeda llevó esta de-
cisión ante los tribunales (Carmona Tinoco, 2009).

Debido a que los tribunales nacionales negaron su solicitud de 
participar en el proceso con respuestas que consideraba nuevamen-
te formalistas, Castañeda llevó a instancias internacionales el caso, 
específicamente ante el sistema Interamericano. Tanto la Comisión 
como la Corte aceptaron los alegatos de Castañeda y dieron razón a 
su solicitud: la prohibición de que un ciudadano particular, sin perte-
necer a un partido político se presentara a las elecciones constituye 
una violación al derecho del voto, tanto en sentido pasivo como activo 
(es decir, tanto a votar como a ser votado). La recomendación de la 
Comisión, en un primer momento, y posteriormente, la sentencia de 
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la Corte mostraron la necesidad de una transformación radical del 
sistema electoral y la legislación de la materia para evitar esto (Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, 2008). A pesar de ello, Casta-
ñeda no pudo participar en las elecciones.  

Al mismo tiempo, distintos actores locales comenzaron a luchar 
para eliminar el requisito de pertenecer y ser nominado por un parti-
do político para contender en las elecciones. Debido a que la reforma 
constitucional en materia de derechos humanos y amparo de junio de 
2011 ampliaba de forma exponencial el material normativo que contie-
ne derechos fundamentales en el sistema jurídico del país y muy posi-
blemente previendo una andanada de procedimientos en contra de esta 
legislación, el Congreso de la Unión generó en el año 2012 una reforma 
a la legislación federal, en la que estableció la existencia de la figura de 
las candidaturas independientes en las elecciones federales, así como el 
marco jurídico necesario para realizar las reformas correspondientes 
a nivel local y el mandato correspondiente (Hernández Olmos, 2012).

Las elecciones locales y federales de 2015 fueron las primeras, 
bajo el sistema electoral contemporáneo, en contar con la participa-
ción convocada de candidatos independientes para puestos de elección 
popular. De las decenas de personas interesadas, tan sólo seis logra-
ron ganar la elección: el actual candidato presidencial independiente 
y gobernador con licencia del Estado de Nuevo León Jaime Rodríguez 
“el Bronco”, el exdiputado federal y ahora candidato independiente 
a Senador por Sinaloa Manuel Clouthier Carrillo; el exdiputado local 
y ahora candidato a Senador por Jalisco, igualmente por la vía inde-
pendiente Pedro Kumamoto, y tres alcaldes. Si se hace mención de 
los casos concretos en los tres primeros ejemplos, esto es así para vi-
sibilizar las características de estos candidatos: un expriista con redes 
partidistas y electorales construidas a lo largo de una carrera política 
extensa; el hijo de un excandidato presidencial de Acción Nacional y 
figura reconocida a nivel nacional y, finalmente, un joven parte de la 
sociedad civil que se encuentra vinculado con diversos grupos de po-
der. De acuerdo a estadísticas oficiales, menos del 40 por ciento de 
las personas que iniciaron el proceso fueron capaces de cumplir con los 
terriblemente altos requisitos que se solicitan para llevar a cabo una 
candidatura independiente (Dirección Ejecutiva de Prerrogativas y 
Partidos Políticos, 2015).

Con estos antecedentes, dio inicio el proceso electoral de 2018, 
mismo en el que participarían por primera vez, candidatos indepen-
dientes en búsqueda de la Presidencia de la República, bajo lo esta-
blecido en el artículo 371 de la Ley General de Instituciones y Proce-
dimientos Electorales, este apoyo debe darse de la siguiente manera: 
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1. Para la candidatura de Presidente de los Estados Unidos Mexi-
canos, la cédula de respaldo deberá contener cuando menos 
la firma de una cantidad de ciudadanos equivalente al 1 por 
ciento de la lista nominal de electores con corte al 31 de agosto 
del año previo al de la elección y estar integrada por electores 
de por lo menos diecisiete entidades federativas, que sumen 
cuando menos el 1 por ciento de ciudadanos que figuren en la 
lista nominal de electores en cada una de ellas.

Esto significa que, de acuerdo a datos de este Instituto sobre el 
padrón (Instituto Nacional Electoral, 2018c), se requieren 866,593 fir-
mas, distribuidas estas de tal manera, que al menos en 17 entidades 
federativas se cuente con el 1 por ciento del padrón local. Este doble 
requisito sobre el apoyo en diversas entidades se entiende como una 
manera de evitar candidatos que no cuenten con presencia nacional, 
al tiempo que, al menos en teoría, sirve para proporcionar una mayor 
certeza al evitar un impacto demasiado notorio en caso de interferen-
cia de poderes locales, sean estos fácticos o incluso, legales. 

Si hacemos una comparación entre las firmas requeridas para un 
candidato independiente y el padrón de los partidos políticos, pode-
mos darnos cuenta de lo desproporcionado que es este requisito. En 
los partidos que cuentan con registro vigente, sólo dos casos (PRI y 
PRD), logra superar el umbral mínimo exigido a los candidatos in-
dependientes. Los dos partidos punteros en las encuestas de estas 
elecciones no alcanzan siquiera la mitad de estos números: Acción 
Nacional cuenta con 378,838 afiliados, es decir el 0.43 por ciento del 
padrón, mientras Morena tiene 319,449, que se traduce en un 0.37 por 
ciento (Instituto Nacional Electoral, 2017). 

Esto es así porque los requisitos para conformar o mantener un 
partido político son inferiores a los que se solicitan para realizar una 
candidatura independiente. El artículo 10 de la Ley General de Parti-
dos Políticos indica que para conformar una nueva institución de este 
tipo se requiere contar con 3000 militantes en 20 entidades electorales 
o bien 300 en 200 distritos, lo que nos da un total de tan sólo sesenta 
mil militantes, aunque posteriormente se indica que el mínimo nece-
sario no podrá ser menor al 0.26 por ciento del padrón (en este caso, 
225,315 personas). Se trata como se puede observar, de poco más de la 
cuarta parte de aquello que requiere una persona que decida intentar 
una candidatura independiente.  

A pesar de este problema, que es resultado claro de un sistema 
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partidocrático que busca dificultar el arribo de otras formas de can-
didaturas, ochenta y siete personas manifestaron ante el Instituto 
su intención de participar en la elección; de ellas treinta y nueve no 
cumplieron con los requisitos para participar en el proceso y dos 
más renunciaron a él, por lo que cuarenta y seis personas buscaron 
de forma activa la candidatura independiente (Instituto Nacional 
Electoral, 2018a). 

Si uno revisa los resultados finales presentados por el Instituto 
Nacional Electoral (Instituto Nacional Electoral, 2018b), podrá obser-
var que dos de los aspirantes no cuentan con ningún apoyo durante 
el proceso; de la misma forma, catorce más no consiguieron siquiera 
100 firmas y otros trece no alcanzaron mil. Para el final del proceso, 
sólo cuatro aspirantes lograron cumplir al menos en una entidad, con 
las firmas necesarias. Tres de ellos son ex miembros de partidos polí-
ticos que renunciaron debido a la negativa de candidaturas en esta u 
otras elecciones y, cabe decir, se llevaron de forma parcial su estructu-
ra con ellos: Margarita Zavala (PAN), ex primera dama del país, Jaime 
Rodríguez “el Bronco” (PRI), gobernador de Nuevo León, y Armando 
Ríos Piter (PRD), quien ha sido legislador en diversas ocasiones; la 
cuarta fue la vocera del Concejo Indígena de Gobierno, María de Je-
sús Patricio Martínez, quien, si bien consiguió el mínimo necesario 
en dos entidades (Chiapas y Nayarit) y superó el apoyo que requeriría 
para crear un partido político (obtuvo 266.114 firmas), no obtuvo los 
apoyos necesarios para cumplir con los requerimientos de la ley. Esta 
propuesta, así como la manera en que su actuación diverge del resto, 
nos permite identificar algunas de las diferencias a las que se ha hecho 
mención respecto a las visiones tradicionales y críticas del derecho, 
razón por la cual será el tema del siguiente apartado. 

EL CONCEJO INDÍGENA DE GOBIERNO Y EL PROCESO ELECTORAL DE 
2018 
El antecedente directo del Concejo puede ser encontrado en el 
Congreso Nacional Indígena (CNI), formado el 12 de octubre de 1996 
como un espacio de deliberación, organización y reflexión de y desde 
las comunidades, pueblos, barrios y tribus indígenas de nuestro país 
(Anzaldo Meneses, 1998). Su surgimiento responde, entre otros a la 
confluencia de dos procesos distintos aunque de relacionados: Por 
un lado, las múltiples y variadas resistencias que se generaron en el 
país ante los intentos, cada vez más agresivos por parte del Estado 
mexicano, de llevar a cabo una organización externa y centralizada, 
es decir, controlada desde el gobierno, de las comunidades indígenas, 
el más importante de los cuales fue el llamado “Consejo Nacional de 
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Pueblos Indígenas” que formándose en 1975, logró aglutinar a diversos 
actores (González, 2005). Por el otro, las posibilidades discursivas 
y simbólicas que se generaron a partir del surgimiento abierto del 
conflicto zapatista en 1994 (Leyva Solano, 2005), que permitieron, en 
una época en que la tensión histórica del mundo se había declarado, 
de forma unilateral y errónea, como muerta (Fukuyama, 1992), 
revisibilizar el conflicto indígena de nuestro país a escala incluso 
internacional.   

Estos dos procesos lograron articularse a través de la convocato-
ria realizada por el Ejército Zapatista de Liberación Nacional (EZLN) 
de generar un foro que sirviera para unir a las distintas luchas que 
desde todo el país (y posteriormente, el continente) se daban en contra 
de las estructuras de dominación existentes. Elegida la fecha por el ca-
rácter simbólico que contiene como inicio del proceso de exterminio 
y explotación del colonialismo extractivista de Europa sobre nuestra 
América, el Congreso generó siete principios para su actuación (Con-
greso Nacional Indígena, 1996):

1. Servir y no servirse.
2. Construir y no destruir.
3. Representar y no suplantar.
4. Convencer y no vencer.
5. Obedecer y no mandar.
6. Bajar y no subir.
7. Proponer y no imponer 
La forma dicotómica de estos principios nos permite observar 

una diferenciación clara por parte del Congreso a las prácticas políti-
cas de los partidos, movimientos y actores tradicionales. Esto resulta 
lógico si observamos que algunos de los principios que articulan como 
presupuestos epistemológicos de las ideas de democracia, política y 
derechos humanos desde las visiones tradicionales, distan de aquellos 
que sirven de sustento a las cosmovisiones de los pueblos indígenas. 

Así por ejemplo, la idea de una sociedad conformada por indivi-
duos (una forma particular de subjetividad que asume la preexistencia 
de los entes particulares a la comunidad) relacionados bajo el princi-
pio de igualdad formal con parámetros de actuación universales (Bo-
bbio, 1991) o las ideas de “desarrollo”, “progreso” (Rist, 2005) tienen 
componentes que, si bien se encuentran presentes en las comunidades 
indígenas (pues estas no pueden ser consideradas como un conjunto 
homogéneo y autónomo, con características esenciales inmutables y 
no relacionados con el resto), se han materializado a través de formas, 
saberes, y prácticas diferentes a aquellos que se presentan a sí mismos 
como arquetípicos (Zea, 2016: 34–43). 
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De esta manera, las reducciones de las ideas de poder, participa-
ción o democracia que se han discutido en el presente texto encuen-
tran en las actuaciones políticas del Congreso diferencias sustantivas 
que permiten observar potencialidades específicas; los miembros del 
Congreso tienen no sólo el derecho de participación en las asambleas, 
sino también y especialmente, la obligación. Las funciones, rotativas, 
de representación, se articulan a través de una lógica no delegativa (es 
decir, colocando al delegante en situación pasiva frente al delegado), 
sino colaborativa (en donde cada uno de los miembros de esa relación 
tiene un papel igualmente importante). Al construirse como un espa-
cio de participación conjunta, las relaciones se articularon de la forma 
más horizontal posible, colocando a todos los pueblos, movimientos y 
actores como iguales para ser escuchados. 

A partir de estos elementos, es posible identificar el potencial de 
construcción de un espacio político diferente, con una mayor plurali-
dad, interconexión y apertura que aquellos articulados a partir de la 
lógica tradicional. El CNI intenta, desde su surgimiento, generar una 
diferencia sustantiva en la manera en que la relación entre la gente, los 
movimientos y entre movimientos, que permita construir una forma 
reticular de apoyo mutuo  (Santos, 2014b, p. 66–167) que comprenda 
las diferencias posibles en agendas, pretensiones, miembros e incluso 
métodos de lucha, pero que al mismo tiempo, no obvie la recíproca 
necesidad de luchar de forma conjunta contra las múltiples formas de 
dominio existentes en nuestra sociedad. 

Quizá debido a la centralidad discursiva de los derechos humanos 
(que como hemos visto, no se debe a una superioridad objetiva de 
estos, sino a una mejor articulación, histórica y materialmente cons-
truida, con la forma social general de las relaciones sociales en este 
periodo), muchos de los reclamos del CNI se han expresado bajo estos 
términos  (Congreso Nacional Indígena, 1996). La comprensión de 
que cada una de las luchas de la sociedad, incluso aquellas que ellos 
mismos desarrollan en contra de ese sistema que exige la presenta-
ción de sus pretensiones como “derechos” para limitar las acciones 
posibles (cfr. Pieterse, 2007), hace posible observar el primer elemento 
para lograr una reconstrucción intercultural de los derechos (Santos, 
2009, p. 509), que permita, a través de un diálogo horizontal y hones-
to, generar un diálogo constructivo de respeto mutuo.

Durante la conmemoración de su vigésimo aniversario, el CNI 
convocó a una quinta reunión plenaria a celebrarse del 10 al 13 de 
octubre de 2016 (Congreso Nacional Indígena, 2016a). Como resulta-
do de la misma, se emitió el comunicado “Y retiemble en sus centros 
la tierra” que toma como título la conocida estrofa del himno nacio-
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nal y señala veintisiete denuncias de violencia contra comunidades, 
pueblos y naciones indígenas (todas y cada una de ellas, identifica-
ble como violaciones a los derechos humanos, tanto colectivos como 
individuales). Esta denuncia no era, sin embargo, una cuestión emi-
nentemente enunciativa, sino que se acompañaba de una poderosa 
reflexión/propuesta: en la situación actual de ataque generalizado a la 
vida misma, la organización y el soporte mutuo de las resistencias y 
la rebelión en el país, especialmente para las comunidades indígenas, 
era una necesidad insoslayable (Congreso Nacional Indígena, 2016b).

Resulta claro que la situación de violencia generalizada en que el 
país se encuentra desde la presidencia (2006-2012) de Felipe Calderón 
Hinojosa y el surgimiento del discurso de inseguridad que le acompa-
ñó (Escalante, 2011), generan las condiciones idóneas para desarticular 
incluso las formas mínimas de resistencia institucional (De la Barreda 
Solórzano, 2015), al tiempo que proporciona la excusa perfecta para la 
desaparición, ya discursiva e incluso física, de aquellos que se oponen a 
cualquiera de las múltiples políticas extractivistas, precarizantes, subyu-
gantes o simplemente destructivas de los poderes, ya estatales, ya fácticos 
en el país (Zavala, 2018, Chapter 2). Ello genera que para el CNI resulte 
claro que sin organización no existe posibilidad de sobrevivir a un modo 
de producción y a un sistema político que activamente busca la desa-
parición de toda forma de resistencia, ya sea a través de un proceso de 
subsunción (Marx, 2011, p. 54–58), un aumento constante del fascismo 
social (Santos, 2004: 22–27; 2014b:145–154) o el exterminio directo.

La tradición tanto del CNI como del EZLN había sido no sólo 
mantenerse al margen, sino oponerse abiertamente al sistema elec-
toral del país (González, 2015: 239–246). El ejemplo paradigmático 
de esta postura se reflejó durante el proceso electoral 2005-2006, en 
donde a través de “La otra campaña” buscaron una transformación 
radical de la realidad del país a través de otra vía, que dejara fue-
ra las formas tradicionales de las instituciones políticas para lograr 
una organización popular desde abajo (Alonso, 2006). Sin embargo, 
las diferentes luchas de las comunidades indígenas distan mucho 
de ser homogéneas: la configuración de los Caracoles zapatistas ha 
generado municipios con autonomía de facto que rechazan tanto 
el soporte como el supuesto “reconocimiento” del estado mexicano 
para crear comunidades autónomas y autosustentables más allá de 
las instituciones oficiales (López y Rivas, 2014); pero en circunstan-
cias diferentes, otras medidas han sido tomadas. De esta forma, la 
comunidad p’urhépecha de Cherán ha luchado tanto por el reconoci-
miento de su autonomía a nivel jurídico por parte del Estado, como 
de sus autoridades (Aragón Andrade, 2016).
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Debido a ello, el Congreso debatió la posibilidad de generar una 
propuesta electoral para el proceso 2018. Voces críticas, tanto de for-
ma externa como interna, no detuvieron la conformación de un pro-
ceso de discusión plural y horizontal, en que se eligió llevar a cabo 
un ejercicio comunal de candidatura a través de un Concejo Indígena 
de Gobierno, que dadas las características de la legislación electoral 
y la Constitución (que establecen el carácter unipersonal del poder 
Ejecutivo) contara con una vocera para colocarse como candidata. La 
caracterización comunitaria de la candidatura nunca estuvo en duda 
para nadie dentro del Congreso, aunque pasó totalmente desapercibi-
da por los medios tradicionales, que se concentraron en la figura de 
María de Jesús Patricio Martínez, quien fue elegida como vocera. 

La decisión tomada por el CNI mostraba de esta manera, un com-
promiso extraño para los actores políticos tradicionales: respetar la 
voz de quienes son generalmente silenciadas, no sólo a través de la 
candidatura, sino incluso en las participaciones de los mítines (Villo-
ro, 2017), mostraban la verdad de las palabras que años antes, en un 
momento distinto de la lucha, Marichuy, como se le llama cariñosa-
mente a la vocera del CNI, indicara: 

Ahora las mujeres ya participamos más en las decisiones de la asam-
blea, ya nos eligen para algún cargo y en general participamos más en 
la vida comunal. Eso pasa porque como mujeres hemos venido pelean-
do nuestro espacio, pero también porque los compañeros se van dando 
cuenta de que es bueno que la mujer participe, que no queremos qui-
tarle un lugar, sino compartir con los hombres las responsabilidades 
(Vera Herrera, 2001).

Existe una visión simplista que pretende demostrar una contra-
dicción entre la aceptación de los sistemas normativos indígenas (lla-
mados en nuestra legislación, aunque incorrectamente “usos y cos-
tumbres”) y el respeto de los derechos humanos, especialmente de las 
mujeres (e.g. García y Guerrero Ciprian, 1997). Esta visión, amparada 
en el racismo y con el arma de la desinformación, pretenden generar 
la idea de que las comunidades indígenas, en cuanto indígenas, son 
esencialmente machistas (Tapia Argüello, 2015a). Contra esto, tanto 
en ese entonces, como ahora, el CNI nos da un valiente ejemplo de las 
posibilidades que, dentro de una sociedad patriarcal, machista, inclu-
so en algunos momentos misógina como la nuestra, es posible otra 
forma de hacer política. Armado de esta manera, el CIG se enfrentó a 
las trabas institucionales para buscar la candidatura. 
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CONCLUSIONES 
EL 19 de febrero terminó el plazo extraordinario de recolección de 
firmas que el Instituto Nacional Electoral (INE) otorgó a las y los 
aspirantes a la candidatura independiente presidencial. A medida 
que estas se presentaban el Instituto proporcionaba una revisión y 
en su caso, validación para el conteo final. Margarita Zavala presentó 
un millón quinientas setenta y ocho mil setecientas setenta y cuatro 
firmas, pero de ellas más de setecientas ocho mil resultaron apócrifas, 
simuladas, repetidas o bien ilegales. Esto quiere decir, 45 por ciento 
de las firmas que ella presentó resultaron falsas. En el caso de los otros 
dos aspirantes que inicialmente habían logrado superara el umbral 
necesario, las cosas no eran muy diferentes; el Bronco, con poco más 
de dos millones de firmas, presentó un 58 por ciento falsas mientras 
que Ríos Piter, solo tuvo un 14 por ciento de firmas legales en las 
poco más de un millón setecientas mil que presentó. De los tres, sólo 
Zavala conservó el registro después de la revisión (Instituto Nacional 
Electoral, 2018b). 

El procedimiento de recolección de firmas de apoyo se realizó 
mediante una aplicación para el teléfono celular que capturaba los 
datos del ciudadano interesado, tomaba una fotografía y recolectaba 
algunos datos de la credencial para votar. En muchos casos se intentó 
burlar el sistema a través de fotografías falsas, fotocopias, duplicacio-
nes o alteraciones. A pesar del dictamen del INE que mostraba con 
claridad que casi la mitad de los supuestos apoyos de Margarita Za-
vala habían sido obtenidos de esta manera, ella mintió abiertamente 
en una entrevista televisiva negando que hubiera un solo apoyo falso 
(Ramos, 2018). No es la primera vez que lo hace; en una entrevista 
anterior y a pesar de la cantidad inmensa de estudios (tanto académi-
cos como gubernamentales, e.g. Escalante, 2011) que demuestran lo 
contrario (por no hablar de la experiencia inmediata), ella dijo que no 
había datos para indicar que durante el sexenio en que fue primera 
dama hubiera habido un aumento de la violencia en México (Loret de 
Mola, 2018). 

Estas declaraciones son fácilmente demostrables como falsas; sin 
embargo, la intención de Zavala cuando las menciona consiste no en en-
gañar; cuando una persona con poder miente de esta manera, la mentira 
busca instaurarse como una verdad alterna que al ser repetida por aque-
llos que le apoyan, se convierte lentamente en una “posible verdad” que 
es mostrada como igualmente válida a la verdad de los hechos y los datos 
y que por lo tanto debe ser tomada en cuenta. Hay muchos ejemplos en la 
historia, desde la famosa frase de Goebbels hasta las fake news de Trump. 
Quienes quieren creer en algo, sólo necesitan que una voz autorizada 
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se los diga. El apoyo popular (o mejor dicho, la falta del mismo) mos-
tró muy pronto la falsedad de las firmas; el 17 de mayo de 2018, Zavala 
renunció a la candidatura (Redacción El Financiero, 2018), dejando al 
Bronco (quien logró acceder a la candidatura mediante un recurso judi-
cial) como único candidato independiente de la contienda.  

Contra la falsedad y la mentira de estos candidatos, la figura del 
Concejo CIG y su vocera, Marichuy se presentó como una maravillo-
sa excepcionalidad de nuestro sistema político. Si la utopía no tie-
ne lugar en el mundo, tenemos entonces dos opciones, la primera, 
es olvidarla, la segunda construirla. El CIG apostó por este camino 
para mostrar con sus acciones no sólo que estaba bloqueado desde el 
inicio, sino también que las formas pseudo democráticas de nuestro 
sistema son demasiado estrechas para la búsqueda de una vida buena. 

Esta búsqueda no estuvo exenta de contradicciones ni peligros, 
pues a cada paso se enfrentaron a la violencia (El País, 2018) y el racis-
mo institucional de un Instituto que privilegiaba (e inicialmente exi-
gió) el uso teléfonos celulares inteligentes, sin pensar en los indígenas 
y campesinos en zonas sin luz o sin cobertura telefónica (Miranda, 
2018), al silencio cómplice de medios de comunicación que evitaban 
en cualquier momento hablar de la figura por la que este cuerpo co-
legiado y horizontal pugnaba, a los peligros cotidianos que acontecen 
en nuestro país y al machismo, clasismo, racismo de una sociedad 
empujada por los amos del miedo a odiar a aquellos que son distintos 
(Redacción El Universal, 2017). 

La izquierda toda tuvo que estar con el CIG. Su propuesta, más 
allá de las posibles fallas que pudiera contener, era el grito de aquellos 
a los que generalmente no se les permite una voz y eso era suficiente. 
Con recursos limitados, que se reflejan en los múltiples problemas que 
tuvo su campaña, el Concejo logró recibir más apoyo de lo que mucha 
gente habría creído posible, de personas de todos lugares y contextos. 
Este apoyo no se vio mal correspondido: más del 90 por ciento de 
las firmas presentadas por Marichuy, fueron validados por el Instituto 
Electoral (Instituto Nacional Electoral, 2018a). La comparación, entre 
los políticos profesionales, ya dentro de un partido, ya fuera de él y un 
pequeño grupo que buscó la imposible candidatura, habla de las enor-
mes diferencias que existen en nuestro país. La mentira y el engaño 
son las armas del poder; y por eso la memoria, viva, presente, activa, 
es el único camino para pelear contra ellos. 

El Concejo supo temprano que no lograría las firmas (Redacción 
SDPnoticias, 2018); para ellos, la organización y el mutuo conocimien-
to, era más importante aún que la candidatura en sí. Por ello, la lucha 
no iba encaminada al plano netamente electoral, sino a una transfor-
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mación radical de cómo se hacen las cosas. Como dijera Estela Hernán-
dez (2017), mujer indígena detenida ilegalmente por la policía federal 
en el acto de desagravio a su persona a la que fue obligada la autoridad: 
la lucha es para que la dignidad (esa, que no permite presentar casi un 
millón de firmas falsas, mentir en televisión o proteger a tu familia con-
tra la muerte de cuarenta y nueve niños) se haga costumbre. 
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De entre las miradas posibles para analizar la dinámica global y
sus contradicciones, los estudios que promueve la Asociación
Nuestroamericana de Estudios Interdisciplinarios de la Crítica 
Jurídica tienen como eje medular el análisis del estado y del  
derecho; se inscriben en los estudios críticos del derecho —críti-
ca en el sentido de la crítica a la lógica destructiva del capital
desde su raíz y no sólo en sus manifestaciones fenomenológi-
cas—, y buscan no sólo describir sino explicar al estado y al 
derecho moderno hegemónicos, procurando ir más allá de su
discurso, esto es, anclando su análisis en las relaciones sociales 
de dominación capitalista, es decir, en la mercantilización de la
vida en su conjunto. 
En esta línea de análisis se inscribe el Encuentro Nuestroameri-
cano de Pensamiento y Praxis en el marco de los trabajos del
Grupo de Trabajo Derecho, clases y recon�guraciòn del capital,
celebrado del 16 al 20 de octubre de 2017 en México, cuyos
trabajos de investigación se aglutinan en este libro. El libro se
expone en dos partes, en razón del interés que persigue el grupo. 
La primera parte se integra por textos que nos brindan algunas  
claves teóricas y metdologócias para la comprensión del derecho
como dominación, pero también como disputa por su sentido. 
La segunda parte se integra por las aportaciones de estudios de  
caso concreto que muestran al derecho en esta misma tensión.  
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